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¿Qué es una constitución?

Esta pregunta es, quizás, una de las más comunes en el ámbito jurí-
dico; sin embargo, su respuesta no siempre es sencilla, pues con 
frecuencia su contenido tendrá un fuerte componente ideológico de 
quien intenta contestarla. Por regla general, el ciudadano común la 
entiende como el documento normativo, emanado de una asamblea 
soberana, que es la ley suprema de una nación. Esta idea, demasiado 
formalista, restringe el término solo a aquellos Estados que poseen 
un texto investido de ese carácter de preponderancia, relegando a los 
que no tienen una constitución escrita, o bien, esta se halla dispersa 
en varias leyes. Cobra así sentido preguntar ¿todas las sociedades han 
tenido constitución? La respuesta es sí, si la visión de partida es más 
genérica y no solo es entendida como un documento legal, sino como 
el ordenamiento general de las relaciones sociales y políticas en una 
comunidad. 

El concepto contemporáneo de constitución tiene su antecedente 
en los pensadores políticos del siglo xviii, sobre todo estadouniden-
ses y franceses: Juan Jacobo Rousseau, Montesquieu, Benjamin 
Constant, Thomas Jefferson, Benjamín Franklin, entre otros. Su 
principal resultado serían dos textos convertidos, décadas más tarde, 
en el modelo a seguir: la constitución estadounidense de 1787 y la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, documento 
francés de 1789. En el caso de esta última, sin ser en sentido estric-
to una constitución, su legado sería posicionar, en su conocido artí-
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culo 16, a los derechos humanos y a la división de poderes como 
una pieza esencial del constitucionalismo, ya que establecía que las 
sociedades que no estuvieran garantizadas por los derechos humanos 
y donde su gobierno no estuviera basado en la separación de pode-
res, entonces carecían de Constitución.

Para este constitucionalismo moderno, la legitimidad del poder 
no derivaría más de Dios o de una persona, vendría de una asamblea 
soberana en la que participarían los miembros de una comunidad por 
medio de sus representantes con el fin de redactar una ley suprema. 
Sin entrar en demasiados detalles, debe agregarse que sus principales 
características son: soberanía popular, separación de poderes, derechos 
humanos, gobierno limitado, supremacía constitucional, gobierno 
representativo, independencia judicial y reforma constitucional. 

México tampoco estuvo aislado de este proceso revolucionario, 
de tal modo que su “primera constitución” sería la de Cádiz de 1812, 
redactada durante el dominio de España en América. Su importan-
cia sería capital porque fue la primera vez que los habitantes de los 
territorios americanos participaban en la elección de sus represen-
tantes y estos, además, participarían en la redacción de esta consti-
tución. En México, también sería ley supletoria mientras era lograda 
la redacción de una ley fundamental propia. 

En un sentido más estricto, la primera constitución mexicana fue 
la de 1824, a la cual le sucedieron varias más: 1836, 1843, 1857 y 
1917. Esta última sería la más destacada a escala internacional por 
incorporar en su texto los derechos sociales (educación y trabajo), 
hasta entonces no reconocidos. Integrada por 136 artículos, ha sido 
reformada en numerosas ocasiones, lo que logró un cambio sustan-
cial en su estructura. Estas alteraciones de su contenido no deben 
ser percibidas como aspectos negativos; por el contrario, las consti-
tuciones deben ser entendidas como auténticos instrumentos vivien-
tes que deben amoldarse a las nuevas realidades de las sociedades que 
regulan. De este modo las nuevas generaciones no se ven forzadas a 
seguir los modelos añejos heredados. 

En la actualidad, la Constitución Federal indica en su artículo 
40 la forma de gobierno del Estado mexicano: 

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República 
representativa, democrática, laica, federal, compuesta de Estados 
libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, 
y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida 
según los principios de esta ley fundamental (Tena, 1998: 838). 
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Por otra parte, el artículo 41 del mismo texto ordena que los es-
tados no podrán violentar los principios del pacto federal, mientras 
que sus competencias son reguladas de manera más específica entre 
los artículos 115 a 122 constitucionales, donde se destaca su obligación 
de tener una constitución.

Así, además de la Constitución Federal, existen 32 estatales más 
(si incluimos a la de la Ciudad de México). En el caso del Estado de 
México, su ley fundamental actual data de 1917, reformada en 1994, 
aunque no es la única en haber guiado sus destinos, en realidad han 
sido tres más: 1827, 1861 y 1870; su contenido es un reflejo de la 
sociedad de su tiempo, de sus anhelos y esperanzas. De estos tres 
antecedentes sobresale la ley fundamental de 1827 porque representa 
el origen constitucional de la entidad y la que señalaría los principios 
a seguir en las décadas sucesivas. 

El estudio de esa primera ley constitucional se acrecienta todavía 
más por la importancia del Estado de México durante los inicios de 
la nación mexicana, por lo cual un análisis pormenorizado de esta 
no solo supone el conocimiento de la entidad mexiquense, sino 
también es “clave para el entendimiento de los hechos históricos que 
le dieron origen”. 

De intendencia a estado

Cualquier análisis de esa primigenia constitución estatal mexiquense 
implica, de manera necesaria, un breve repaso por sus antecedentes 
más remotos. El primero de ellos sería el establecimiento de la Inten-
dencia de México en 1786, con motivo de las Reformas Borbónicas de 
Carlos III, las cuales iniciaron una vasta reestructuración del territorio 
de la Nueva España. Con este cambio, la geografía novohispana 
quedó dividida en 12 intendencias: México, Puebla, Veracruz, Yuca-
tán, Oaxaca, Michoacán, Guanajuato, San Luis Potosí, Guadalajara, 
Zacatecas, Durango y Arizpe (Sonora y Sinaloa).

La segunda gran transformación sucedería con la promulgación 
de la Constitución de Cádiz en 1812, erigiéndose diputaciones 
provinciales en América y España. La Diputación Provincial de la 
Nueva España, integrada por las intendencias de México, Michoacán, 
Oaxaca, Puebla y Veracruz, y los territorios de Querétaro y Tlaxcala, 
comenzaría a delinear el territorio del futuro Estado de México. Sin 
embargo, la vida de esta institución sería efímera, ya que sería abo-
lida en 1814 para ser restituida de nuevo en 1820. En 1821, luego 
de la consumación de la independencia, prácticamente cada una de 
las intendencias tenía su diputación provincial. En el caso de la 
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Provincia de la Nueva España, ya más aco-
tada en su territorio, cambiaría su nombre 
por el de Provincia de México. 

En aquel momento, el interés de los 
políticos por establecer una monarquía im-
pidió que las provincias desarrollaran una 
mayor autonomía. Pero en 1823, con la 
proclamación del Plan de Casa Mata, que 
exigía una forma de gobierno republicana y 
federal, la mayoría de las diputaciones pro-
vinciales buscarían modificar su estatus legal 
para transformarse en estados “libres y so-
beranos”, siendo Jalisco, Oaxaca, Yucatán y 
Zacatecas las entidades más radicales de este 
movimiento. 

En el lado opuesto del movimiento fe-
deralista se hallaba la Provincia de México, 
al considerar que la adopción de esta forma 
de gobierno disminuiría su poder. Carlos 
María de Bustamante, uno de sus represen-
tantes en el congreso constituyente, critica-
ba con acidez al federalismo porque, desde 
su perspectiva, se trataba de una copia del 

modelo estadounidense inadaptable a la realidad mexicana. Estas 
críticas tenían su sustento en un aire de supremacía de esta provincia 
debido a que, antes de la independencia, su territorio concentraba a 
21% de la población (1 300 000 personas) y un tercio de la riqueza 
nacional; además, acogía en su espacio a la Ciudad de México, sede 
de los poderes político, económico, cultural y religioso coloniales.

Durante los debates en el congreso constituyente del artículo 7.º 
del Acta Constitutiva de la Federación Mexicana se acordó la conversión 
de las provincias en estados, de modo que el 20 de diciembre de 1823 
la Provincia de México pasó a ser denominada Estado de México. 
Unas semanas después, el 8 de enero de 1824 sería expedida la Ley 
para establecer las Legislaturas Constituyentes Particulares, que obli-
gaba a los nuevos estados a crear sus propios congresos, aunque era 
una realidad que, desde 1823, las todavía consideradas provincias 
habían realizado una intensa actividad legislativa. El 4 de octubre de 
1824 fue promulgada la Constitución Federal de los Estados Unidos 
Mexicanos que, en su artículo 161, prescribía a los estados a “publi-
car por medio de sus gobernadores su respectiva Constitución, leyes 

Carátula de la Constitución 
Federal de los Estados 

Unidos Mexicanos expedida 
en 1824. 
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y decretos”, los cuales no debían “oponerse a la Constitución Federal 
ni al Acta Constitutiva” (Tena, 1998: 191).

Los años siguientes, todos los estados buscarían con ímpetu 
redactar su propia ley fundamental: Jalisco (18 de noviembre de 1824); 
Oaxaca (10 de enero de 1825); Zacatecas (17 de enero de 1825); 
Tabasco (5 de febrero de 1825); Nuevo León (5 de marzo de 
1825); Yucatán (6 de abril de 1825); Tamaulipas (6 de mayo de 1825); 
Veracruz (3 de junio de 1825); Michoacán (19 de julio de 1825); 
Querétaro (12 de agosto de 1825); Durango (1 de septiembre de 
1825); Occidente (31 de octubre de 1825); Chiapas (19 de noviem-
bre de 1825); Chihuahua (7 de diciembre de 1825); Guanajuato (14 
de abril de 1826); San Luis Potosí (16 de octubre de 1826); Puebla 
(7 de diciembre de 1826); México (14 de febrero de 1827), y Coahui-
la y Tejas (11 de marzo de 1827). 

Cada una de estas 19 constituciones tendría un contenido diferen-
te, que pretendía reflejar las particularidades históricas, políticas, ins-
titucionales, económicas y culturales de los estados que regirían. El 
sólido federalismo de esos años permitió que las estatales tuvieran una 
fuerza política inusitada, pues varias de las facultades más importantes, 
como los derechos de los ciudadanos, les fueron delegadas. 

Los antecedentes constitucionales mexiquenses

El Congreso Constituyente del Estado de México iniciaría labores 
el 2 de marzo de 1824 y las concluiría el 28 de febrero de 1827. 
Durante estos tres años de labor legislativa promulgaría 96 decretos 
relativos a las más diversas materias: justicia, pulque, hacienda, ins-
trucción, territorio, etc. Este órgano legislativo quedaría integrado por 
21 diputados propietarios y siete suplentes: Mariano Casela, Manuel 
Cotero, Manuel de Cortázar, José Alonso Fernández, José Figueroa, 
Manuel Gómez Marín, Benito José Guerra, Francisco José Guerra, 
José María de Jáuregui, José Domingo Lazo de la Vega, Pedro Martí-
nez de Castro, Francisco Moctezuma, Ignacio Mendoza, José María 
Luis Mora, José Ignacio de Nájera, Baltasar Pérez, Francisco de las 
Piedras, Pedro Valdovinos, Antonio Velasco de la Torre, Joaquín 
Villa y Manuel Villaverde. Como suplentes: Antonio de Castro, José 
María Magos, José Nicolás de Oláez, José Pérez Valdovinos, Maria-
no Velázquez de León Tamariz, Manuel y José Calixto Vidal. También 
sería elegido Melchor Múzquiz como gobernador interino, quien 
asumiría el cargo de manera definitiva después de la declinación de 
Manuel Gómez Pedraza.
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El mismo día de su instalación, el congreso constituyente expedi-
ría su Decreto sobre la Organización Provisional del Gobierno Interior 
del Estado de México, compuesto de los partidos que comprendía la 
provincia de este nombre. Si bien solo contenía 12 artículos, estos 
indicaban de forma muy precisa los lineamientos que guiarían su 
modelo constitucional: forma de gobierno republicana, representativa 
y popular; división de poderes en ejecutivo, legislativo y judicial; 
vigencia de las leyes anteriores para regir a las corporaciones civiles, 
eclesiásticas y militares, y la prohibición de grabar a sus habitantes de 
forma desproporcionada.

Un año más tarde, el 6 de agosto de 1824, el congreso mexiquense 
expediría su Ley Orgánica Provisional para el arreglo del gobierno 
interior del Estado de México. La comisión encargada de su redac-
ción estuvo integrada por José María Luis Mora, Alonso Fernández, 
José María Jáuregui, José Ignacio Nájera, Pedro Martínez de Castro 
y Mariano Casela, quienes serían cautelosos en su diseño, sobre todo 
en lo relativo a la división de poderes, porque, como lo expresaba 
José María Luis Mora:  “La ley orgánica dividió y clasificó los poderes 
políticos, fijó las atribuciones de cada uno de ellos y los límites den-
tro de los cuales debían contenerse: creó un gobierno que no existía” 
(Constituciones del Estado de México, 1974: 6).

Sus 71 artículos, organizados en 10 capítulos, seguían los prin-
cipios establecidos por el Congreso federal. A continuación, resumi-
mos el contenido de los 10 capítulos que comprendían la Ley 
Orgánica Provisional para el Arreglo del Gobierno Interior del Es-
tado Libre, Independiente y Soberano de México:

•	 Capítulo 1 Del Estado (arts. 1-7). Establecía: forma de gobier-
no republicana y federal, división de poderes, soberanía estatal, 
derechos de los ciudadanos y territorio.

•	 Capítulo 2 Poder Legislativo (arts. 8-11). Ordenaba la residen-
cia de este poder en un congreso, el cual tendría las siguientes 
facultades: formar una constitución; dictar leyes para el Estado; 
nombrar al gobernador, teniente, consejeros, ministros del 
supremo tribunal de justicia y tesorero general; fijar los gastos 
del estado, y ordenar a los municipios, partidos y distritos.

•	 Capítulo 3 Poder Ejecutivo (arts. 12-20). Sería ejercido inte-
rinamente por una persona denominada gobernador, cuyas 
facultades eran: cumplir y hacer cumplir las leyes del estado y 
de la federación; vigilar la tranquilidad y orden público esta-
tales; cuidar la administración de justicia por los tribunales 
estatales; enviar al congreso propuestas de leyes y reformas 
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necesarias para la felicidad del estado; cuidar la instrucción de 
la milicia local, y ser responsable por todos los actos de su 
administración.

•	 Capítulo 4 Cuerpo Consultivo (arts. 21-23). Era un órgano 
colegiado integrado por el teniente gobernador y otros cuatro 
individuos. Sus principales facultades eran: otorgar dictamen y 
consejo al gobernador en todos los asuntos que la ley imponía a 
este la obligación de solicitarlo; proponer medidas para el au-
mento de la población, fomento de la industria, instrucción 
general, conservación del orden y tranquilidad pública. 

•	 Capítulo 5 Poder Judicial (arts. 24-35). Sería ejercido por los 
tribunales de justicia, cuyos principales órganos eran la Audien-
cia, Tribunal Supremo de Justicia y alcaldes constitucionales. Las 
principales facultades del Tribunal Supremo de Justicia eran: 
procesar al gobernador y consejeros en caso de que el Congreso 
determinara causa en su contra; conocer de las causas criminales 
en contra del gobernador, consejeros de Estado, ministros de 
Audiencia y los miembros del propio tribunal; resolver las 
dudas de los tribunales sobre la interpretación de una ley y 
consultarlo con el gobernador para que el Congreso realizara 
la aclaración pertinente; respecto al arreglo interno de la au-
diencia y tribunal superior, este tendría como base legal la ley 
de tribunales del 9 de octubre de 1812.

•	 Capítulo 6 Prefectos (arts. 36-47). Establecía la división del 
Estado en ocho distritos: Acapulco, Cuernavaca, Huejutla, 
México, Taxco, Toluca, Tula y Tulancingo. Cada uno de estos 
contaría con un prefecto, quien tendría facultades gubernativas 
y económicas, entre las cuales destacan las siguientes: garantizar 
el orden y seguridad de las personas en su distrito; vigilar el 
cumplimiento de las leyes, sobre todo en lo concerniente al 
ramo de policía; vigilar el cumplimiento de las leyes por parte 
de los ayuntamientos; garantizar que en los pueblos se estable-
cieran escuelas de primeras letras; formar un censo y estadísti-
ca de su territorio, y velar por la correcta inversión de los 
fondos públicos.

•	 Capítulo 7 Subprefectos (arts. 48-66). Además de la división 
en distritos, cada uno de estos se subdividiría en partidos, te-
niendo por jefe a un subprefecto, nombrado por el prefecto de 
partido con aprobación del gobernador, cuyas facultades, simi-
lares a la del prefecto, consistían, además, en presidir sin voto los 
ayuntamientos de sus respectivos partidos, así como publicar y 
circular las órdenes de los prefectos a los ayuntamientos.
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•	 Capítulo 8 Ayuntamientos (art. 67). Este numeral solo men-
cionaba que los ayuntamientos se arreglarían conforme a las 
“leyes, decretos y órdenes prescritas para su gobierno político 
económico, y desempeño de sus atribuciones”.

•	 Capítulo 9 Hacienda (arts. 68-70). Esta materia correspondería 
a una Tesorería General, encargada de recaudar todos los im-
puestos estatales, siendo auxiliada por una contaduría que 
haría el examen de las cuentas estatales.

•	 Capítulo 10 Regla General (art. 71). Su único artículo exigía a 
todas las autoridades estatales el cumplimiento y observancia de 
las leyes, siempre y cuando no fueran contrarias al Acta Consti-
tutiva, a la misma Ley Orgánica y a las leyes que en lo sucesivo 
fueran promulgadas por el Congreso estatal.

Los conflictos con la Federación

De manera pausada, los fundamentos de la constitución mexiquen-
se irían adquiriendo un carácter propio, pero su redacción final 
demoraría unos años más debido a pugnas con la Federación que 
impedían la consecución de este objetivo, pues, como aseguraba José 
María Bocanegra: 

El Estado de México, el primero de la federación por su riqueza, 
población y cultura, ha sido, durante un largo periodo de años, 
el teatro de las intrigas, el campo de batalla de los partidos, y la 
madriguera donde se han reunido todos los aspirantes, que han 
considerado y consideran las instituciones democráticas como 
un medio para vivir y gozar a expensas de la ignorancia del pue-
blo (Salinas, 2014: 102).

Así, apenas concluida la redacción de la Constitución Federal, 
estaba claro que, acorde con el modelo de gobierno adoptado, resul-
taba indispensable el establecimiento de un Distrito Federal, sede de 
los Supremos Poderes Federales. La candidata natural para esa posi-
ción era la ciudad de México, pero en su contra jugaba el rechazo de 
algunas provincias que consideraban centralista esta opción, y bus-
caban la proclamación de Querétaro como sede. Los representantes 
mexiquenses apoyaban esta postura porque la mudanza les evitaría 
futuros roces con la Federación. Al final, el traslado no logró ser 
concretado por los gastos excesivos, de modo que por un decreto del 
18 de noviembre de 1824 la sede fue establecida en la ciudad de Mé-
xico, con un territorio incluido en un círculo, cuyo centro fue la 
Plaza Mayor de esa ciudad y su radio se consideraba de dos leguas, es 
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decir, 8.5 kilómetros contados desde el centro 
de la plaza principal, lo cual dejaba al na-
ciente Distrito Federal con una extensión 
aproximada de 136 km². 

Esta enmienda perjudicó al Estado de 
México no solo en términos territoriales, 
sino también económicos y políticos; aun-
que intentaría ser indemnizado por este 
despojo, su reclamo no prosperaría. Toda-
vía, a mediados de 1825, José María Luis 
Mora lanzaba una severa crítica a ese arre-
bato territorial porque la reforma vulneraba 
los derechos políticos de los habitantes de 
la ciudad de México, quienes no podrían 
elegir senadores, tribunales de justicia y 
presidente de la república. Finalmente, la 
ciudad de México pasaría al control federal 
el 10 de abril de 1826.

A finales de ese año sucedería un nuevo 
acontecimiento que dilataría la redacción final del texto constitucio-
nal. En síntesis, unos integrantes de la junta electoral de Toluca 
habían denunciado ante el congreso estatal las ilegalidades ocurridas 
en la designación de los diputados, el cual aceptó conocer la petición 
por considerar estar facultado, aunque una fracción de la legislatura 
consideraba que era competencia federal. El debate escalaría hasta el 
Senado, que resolvería el caso invalidando el decreto estatal de nu-
lidad de elecciones, tras considerar que invadía la soberanía federal. 

La Constitución política de 1827 y su contenido

El proyecto constitucional sería presentado para su discusión el 11 
de abril de 1826 y comenzaría a ser discutido el 5 de junio de ese 
mismo año. De esta forma, el 14 de febrero de 1827 era al fin expe-
dida la primera Constitución política del Estado de México, cuyo 
preámbulo habían sido los diversos decretos realizados y expedidos 
por el Congreso Constituyente entre 1824 y 1826. Este discurso 
inicial es una excelente fotografía de las condiciones en que se hallaba 
la entidad previa al comienzo de su vida constitucional. En primer 
lugar, el estado no era más que un territorio poblado por individuos 
sin otro vínculo de unión que las relaciones circunstanciales, en las 
que existía una notable falla de orden en los municipios, jueces y ha-
cienda pública, para garantizar la seguridad de sus habitantes. Además, 

Grabado del siglo xix del 
escudo alegórico de la 
República Federal 
Mexicana. 
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había anarquía en la división del territorio, aban-
dono de la educación pública y poco fomento a la 
minería o a cualquier otra industria, un daño agra-
vado por la pésima condición de los caminos. Por 
esta razón, la constitución ayudaría a que la entidad 
mexiquense tuviera vida jurídica. 

En líneas generales, esta constitución, integrada por 
siete títulos y 231 artículos, seguía el modelo de la 
Constitución Federal y de la Ley Orgánica de 1824, 
pero tenía también sus particularidades. En el título 
primero “Del Estado, su territorio, religión y forma 
de gobierno” (arts. 1-27), sobresalía la forma de 
gobierno representativa, republicana y federal; sobe-
ranía estatal y división de poderes. Delimitaba el 
territorio estatal a los distritos de Acapulco, Cuer-
navaca, Huejutla, México, Taxco, Toluca, Tula y 
Tulancingo, en tanto que la ciudad de Texcoco sería 
nombrada capital del estado.

Respecto a los derechos humanos (o del hombre y del ciudadano 
como eran conocidos en ese momento), este primer título citaba al-
gunos: prohibición de la esclavitud, prohibición de títulos nobiliarios, 
prohibición de exigir contribuciones si previamente no estaban 
contempladas en una ley, prohibición de ser castigado por meras 
opiniones y la garantía de audiencia. En el tema de la libertad religiosa 
estaba prohibido el ejercicio de cualquier otra distinta a la católica; 
además, el estado garantizaría los gastos necesarios para su conserva-
ción. Este impedimento debe ser entendido dentro del contexto de 
la época, en el cual la religión era un elemento de cohesión nacional.

También eran materia de este capítulo los derechos políticos de 
los ciudadanos que consistían en la facultad de poder ser elegido y 
poder elegir a sus autoridades. Para ser ciudadano mexiquense era 
necesario ser natural del territorio, o bien, naturalizado, es decir, cual-
quier persona proveniente de otro estado del país, pero considerado 
ya vecino del estado, y el requisito era tener un año mínimo de resi-
dencia. La ciudadanía podía perderse por cualquiera de los siguientes 
motivos: hallarse en un proceso criminal; mediante mandamiento 
judicial que le impidiera administrar sus bienes; ser deudor de cauda-
les públicos; vagancia; servidumbre doméstica; sujeción a patria po-
testad, y ser eclesiástico regular. 

El título segundo “Poder Legislativo” (arts. 28-100) establecía su 
conformación en una sola cámara de diputados, elegida indirecta y 
popularmente, cuyo número siempre sería de 21 miembros elegidos 
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en razón de uno por cada 50 000 habitantes o por una fracción que 
pase de 25 000, cuya renovación sería parcial durante cada bienio. 
Sus reuniones serían dos veces al año, la primera de ellas del 2 de 
marzo al 2 de junio y la segunda del 15 de agosto al 16 de octubre; 
en tiempos de receso funcionaría una Diputación Permanente 
(compuesta de cinco miembros), que podría convocar a sesiones 
extraordinarias. 

Las principales facultades del Congreso eran: dictar leyes; resolver  
en caso de duda si sus pronunciamientos eran ley, decreto o provi-
dencia económica; calificar la legitimidad de los actos de la Junta 
General Electoral de Diputados; calificar las elecciones; elegir sena-
dores para el Congreso Federal; nombrar al gobernador, su teniente, 
consejeros, tesorero y miembros del Tribunal de Justicia; declarar la 
formación de causa en contra de diputados, gobernador, teniente, 
consejeros del Estado y miembros del Tribunal de Justicia; conocer 
de delitos de oficio cometidos por diputados; fijar los gastos estatales 
anuales y las contribuciones; ordenar el territorio estatal; fomentar 
la educación; proteger la libertad de imprenta; arreglar la milicia 
cívica; conceder las cartas de ciudadanía, y dictar leyes en las materias 
no indicadas por el Acta Constitutiva o la Constitución Federal. 

La facultad de iniciar leyes no era exclusiva de este poder, también 
la tenían el gobernador y el Tribunal de Justicia en materia judicial. 
En su discusión deberían estar presentes, por lo menos, las 2/3 del 
total de diputados, siendo las decisiones acordadas por la mayoría 
absoluta de los presentes. La derogación, reforma, aclaración o in-
terpretación tenían los mismos requisitos. 

Las elecciones para diputados seguirían el modelo establecido 
desde la Constitución de Cádiz de 1812, es decir, un modelo triins-
tancial, integrado por juntas municipales, de partido y una estatal, 
realizadas siempre de forma pública. Para lograr el control de la le-
galidad de estas juntas, el presidente correspondiente preguntaría si 
alguien tenía queja de cohecho o soborno para que la elección reca-
yera en una determinada persona. En caso de ser cierta la acusación, 
los reos serían privados de voz activa y pasiva por esa única vez y 
sobre esta decisión no habría recurso alguno, en tanto que los ca-
lumniadores sufrirían la misma pena. 

A estas elecciones solo podían concurrir los ciudadanos en el 
ejercicio de sus derechos y vecinos mayores de 25 años. No podrían 
ser electos como diputados: los nombrados el día anterior para el 
Congreso Federal; los senadores cuyo cargo estuviera pendiente; los 
religiosos; los comandantes generales con jurisdicción en el estado; 
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el gobernador, su teniente, tesorero general y los administradores de 
rentas, y los electores a la Junta General.

El título iii “Poder Ejecutivo” (arts. 121-170) se integraba por un 
gobernador y un consejo. Para ser gobernador se requería ser mayor 
de 35 años, estar en ejercicio de sus derechos, haber nacido dentro del 
territorio de la federación y pertenecer al estado secular. Su elección 
no era de forma directa (dependía del congreso estatal), mientras que 
la duración en el cargo era de cuatro años, lo que permitía también 
su reelección inmediata.

En las funciones de gobierno, el gobernador tendría el auxilio de 
prefectos, subprefectos y ayuntamientos. Los prefectos eran las au-
toridades máximas en un determinado distrito, encargados de velar 
por el orden y tranquilidad públicos. Por su parte, los subprefectos 
tendrían funciones semejantes a las de los prefectos, solo que, en un 
territorio menor, es decir, en un partido. Finalmente, en el nivel más 
bajo estaban los ayuntamientos, integrados por alcaldes, síndicos y 
regidores. Los alcaldes, además de las funciones de gobernadores de 
sus respectivos pueblos, continuaban teniendo algunas facultades 
judiciales: eran conciliadores y conocían de negocios civiles hasta 
cierta cuantía, y en materia criminal tratándose de delitos no graves 
como injurias.

El título iv “Poder Judicial” (arts. 171-217) ordenaba que este 
sería el encargado exclusivo de aplicar justicia, teniendo prohibido 
la redacción de reglamentos. La propia constitución hacía hincapié 
en que las leyes debían ser uniformes en todos los tribunales y ni su 
cumplimiento ni su ejecución podían ser dispensados.. 

El proceso judicial quedaba conformado por tres instancias para 
quienes recurrieran a él, sin considerar su importancia o cuantía, por 
lo que habría un juez letrado en cada cabecera de partido y otro en 
la de distrito, que conocería en segunda instancia. En el lugar de 
residencia de los poderes estatales habría un tercer juez letrado, quien 
sabría sobre los asuntos en tercera instancia y con el auxilio de aso-
ciados, si las partes así convinieran. Dos sentencias consecutivas en 
el mismo sentido causaban ejecutoria.

 El Supremo Tribunal, dividido en dos salas, estaría integrado por 
seis ministros letrados y un fiscal. Para poder ser miembro era requi-
sito ser letrado; ciudadano en ejercicio de sus derechos; mayor de 35 
años, y contar con experiencia de por lo menos cuatro años como juez, 
consejero de Estado o diputado. Las facultades principales de este 
tribunal eran resolver causas criminales en contra del gobernador, 
consejeros de Estado, secretarios de gobierno, prefectos y jueces de 
primera, segunda y tercera instancia; recursos de nulidad sobre casos 
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ejecutoriados para el efecto de reponer el proceso; quejas y reclama-
ciones de los jueces condenados por responsabilidad; conflictos com-
petenciales entre los tribunales estatales y entre las autoridades 
mexiquenses y las federales; recursos de fuerza interpuestos por los 
tribunales eclesiásticos estatales, y conflictos suscitados sobre negocia-
ciones entre el gobierno e individuos o corporaciones estatales.

La constitución hacía especial hincapié en indicar que todos los 
habitantes de la entidad serían juzgados por un tribunal competente 
(civil, criminal o eclesiástico) establecido previamente por una ley y 
con residencia dentro de sus límites. El soborno, cohecho, prevaricación 
de los jueces o cualquier violación a las leyes procesales, implicaba 
el ejercicio de la acción popular en su contra.

También eran añadidas garantías judiciales en materia criminal 
para todos sus habitantes: prohibición de ser preso sin la previa in-
formación del hecho que se le imputaba y mediante un escrito del 
juez competente, el cual se notificaría en el preciso momento de su 
detención; prohibición de ser detenido más de 60 horas por meros 
indicios; prohibición de la pena de confiscación de bienes, infamia, 
tormentos y otros apremios; prohibición de jurar en causas crimina-
les sobre hechos propios; prohibición de ser preso en calidad de 
fiador, en aquellos asuntos no señalados expresamente por la ley 
sobre admitida la fianza; prohibición de mantener a los presos en 
calabozos subterráneos, oscuros e insalubres; en caso de hallar justi-
ficación para su detención, esta sería realizada mediante un auto 
motivado; publicidad del proceso después de ser tomada la declara-
ción de cargos del reo; y la prohibición de registrar las casas, papeles 
y otros efectos de los habitantes, solo en los casos señalados por la 
ley y de la forma en que esta lo determinara.

Si el juez o alcaide de la prisión incumplieran con estas garan-
tías, serían castigados como reos de detención arbitraria. Por otra 
parte, la resistencia a un mandamiento judicial se consideraría 
delito. Tratándose de flagrancia, cualquier persona podría detener 
al delincuente, y si este intentara fugarse, podría ser usada la fuer-
za para su detención.

El título v “Hacienda Pública del Estado” (arts. 218-227) esta-
blecía que esta se formaría con base en las contribuciones decretadas 
cada año por el congreso durante las sesiones de marzo, cesando el 2 
de junio del siguiente año, siendo solo las necesarias para cubrir el 
presupuesto del gobierno. Estas contribuciones serían recaudadas por 
una Tesorería General, cuyo tesorero solo podría realizar los pagos 
indicados en las leyes y reglamentos fijos y periódicos. Asimismo, 
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habría una Contaduría General de Estado que glosaría las cuentas 
de todos los ramos de estos caudales.

El título vi “Instrucción Pública” (arts. 228-229) era el más bre-
ve de todos (solo constaba de dos artículos); en él se ordenaba la 
creación de un Instituto Literario, antecedente inmediato de la 
Universidad Autónoma del Estado de México. Además, mandaba que 
cada uno de los municipios tuviera, por lo menos, una escuela de 
primeras letras, en donde los alumnos serían instruidos en lectura, 
escritura, aritmética y los catecismos político y religioso. Como 
puede verse, continuaba otorgándose una gran importancia a la 
educación religiosa, pero aparecía en escena también la instrucción 
política, que procuraba el aprendizaje de los elementos básicos del 
nuevo ordenamiento jurídico.

El título vii “De la Constitución” (arts. 230-237) ordenaba a todos 
los habitantes a su cumplimiento sin mediar dispensa alguna. El título 
abordaba otro tema relevante y era el de la reforma de la constitución, 
la cual se decidió que solo podría ser realizada hasta 1830, mediante 
proposiciones de, al menos, cinco diputados, que en caso de resultar 
admisibles, deberían ser votadas por 2/3 de los presentes, siendo su 
deliberación reservada hasta el congreso siguiente, es decir, en 1831. 
Estipulaba también que en los años subsecuentes las reformas serían 
tomadas en cuenta el segundo año de cada bienio, y solo si fueren 
plausibles el congreso siguiente se ocuparía de ellas.

La Constitución sería jurada solemnemente por las autoridades 
el 25 de febrero de ese año, cuando a invitación expresa del Congreso 
estatal, el gobernador Melchor Múzquiz realizó el acto, no sin antes 
agregar que: 

nada más justo ni conveniente que los derechos de los ciudadanos 
se encuentren establecidos de un modo fijo y duradero; y nada 
más conforme a los deseos del gobierno que ver sus atribuciones 
señaladas con precisión y claridad: firme en sus principios de dar 
a cada uno lo que la ley le concede, se complace en haber de 
antemano respetado y concedido a los ciudadanos todo aquello 
que la ley orgánica había prevenido (Reyes, 2012: 141).

Unos meses después de la entrada en vigor de la constitución, José 
María Luis Mora, en su disertación para convertirse en abogado, 
cuestionaba cuáles eran las ventajas que esta ley había impulsado en el 
estado. En su opinión, había cambiado de forma radical la estructura 
judicial y, lo más importante, la manera de resolver los litigios. Llama-
ba la atención sobre las dificultades de tener un adecuado acceso a la 
justicia, derivado de la geografía estatal, lo cual implicaba que, en el 
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caso de personas marginadas, estas prefirieran 
abandonar su causa antes que proseguir con 
un juicio oneroso. Por ende, agradecía que 
la Constitución hubiera establecido jueces 
próximos al lugar de los hechos, evitando 
gastos superfluos y garantizando una justi-
cia expedita para los ciudadanos.

Conclusiones

Las páginas anteriores han sido una síntesis 
muy breve de los orígenes constitucionales 
del Estado de México pues, así como el 
presente no se conoce sin el pasado, el pa-
sado no puede ser conocido sin partir del 
presente. Su primera ley fundamental, 
aunque tardía, no careció de ninguna de las 
características que en aquel momento se 
hallaban en las constituciones, no solo de 
México, sino del mundo. 

Como se anticipaba en un inicio, esta 
primera ley fundamental de 1827 fue el 
germen de la mayoría de las instituciones 
que todavía hoy guían los destinos de los mexiquenses y de entre las 
cuales deben mencionarse solo algunas: gobierno representativo, 
democrático y popular; derechos humanos, destacando la libertad, 
igualdad y propiedad; derechos políticos que otorgaban a los ciuda-
danos la capacidad de elegir a sus representantes; tribunales de jus-
ticia que garantizaban la imparcialidad de las decisiones y, en 
términos educativos, no desechar las bases creadas a partir del Insti-
tuto Literario, antecedente de la actual universidad estatal.

Todas estas figuras jurídicas aún perviven en la entidad mexi-
quense y no solo como letra muerta, sino que se han convertido en 
el estandarte de la vida en comunidad; sin ellas resulta imposible 
entender la realidad contemporánea y el Estado de Derecho.

La labor de quienes redactaron esa primera Carta Magna fue 
titánica, sobre todo por el clima de violencia inusitada que se vivía 
en ese momento, lo cual dificultaba aún más el trabajo. Sin embargo, 
de entre todos esos legisladores sobresaldría la vocación de José María 
Luis Mora, autor de gran parte de ese magno proyecto. Él entendió 
con notable clarividencia que la Constitución política del Estado de 
México era una aspiración anhelada por los constituyentes y por la 
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sociedad porque le daría a la entidad la categoría jurídica de ser libre 
y soberana, agregaba la importancia de formar parte de la federación 
mexicana, como parte de una nación, que estaban construyendo. 
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